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Acción de Tutela      
Auto Interlocutorio No. 143 

Accionante: Robert Antonio Herrera Castaño  

º 

JUZGADO TERCERO DE FAMILIA  
Pereira, quince (15) de febrero del año dos mil veintitrés (2023)  

  

De conformidad con lo señalado en el Decreto 2591 de 1991, el señor ROBERT 
ANTONIO HERRERA CASTAÑO, identificado con cédula de ciudadanía 
1.088.242.262, obrando en nombre propio, ha interpuesto acción de tutela en 
contra de la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL -CNSC- y la 
UNIVERSIDAD LIBRE, por presunta violación al derecho fundamental al Debido 
Proceso, presuntamente conculcado por las entidades accionadas dentro del 
proceso de selección del concurso de Directivos Docentes y Docentes – Población 
Mayoritaria – 2150 a 2237 de 2021 y 2316 de 2022, para el cargo de Docente 

Orientador en la Secretaría de Educación Municipio de Pereira, correspondiente 
a la OPEC 182896, y porque a la fecha de radicación de la presente tutela aún 
no cuenta con el acto administrativo definitivo, y al no haberse publicado los 
escenarios y métodos de calificación de manera detallada en la Guía de 
Orientación al Aspirante (GOA), y haber calificado la prueba eliminatoria con un 
método que no aparece expresamente detallado en este y en las normas que 
rigen el proceso de selección; solicitando, por tanto, la nulidad de la metodología 
de calificación aplicada (método con ajuste proporcional) y como consecuencia 
de ello se aplique la metodología de aplicación directa.  
 
Al ser revisada la demanda se comprende que están satisfechos los requisitos 
exigidos por el Decreto 2591 de 1991, para proceder a su admisión.  
 
Asimismo, dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 13 del Decreto 2591 
de 1991 se dispondrá la vinculación de los siguientes:  
 

- María Victoria Delgado Ramos en calidad de Coordinadora General de 
Convocatoria Directivos Docentes y Docentes de la Universidad Libre. 

- Al Rector General de la Universidad Libre, el Dr. Édgar Ernesto Sandoval. 
 
Adicional a lo anterior, se requerirá a las accionadas y los vinculados para que 
aporten todas las piezas que compongan el expediente administrativo. 
 
Se ordenará la publicación del presente proveído para conocimiento de los 
terceros interesados participantes en el concurso de méritos. 
 
De otro lado, solicita como medida provisional “la suspensión provisional de las 
siguientes etapas del proceso de selección únicamente para la OPEC 182896, 
desde la admisión de la presente acción de tutela hasta contar con un fallo firme 
de segunda instancia.” 
 
El artículo 7º del Decreto Ley 2591 de 1991 respecto de las medidas 
provisionales para la protección de los derechos consagra: 
 

“Desde la presentación de la solicitud, cuando el juez expresamente lo 
considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la 
aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 
 
Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o 
la continuidad de la ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al 
interés público. En todo caso el juez podrá ordenar lo que considere procedente 
para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un eventual fallo a 
favor del solicitante. (…)” 

 
Ahora, respecto del alcance que la Corte Constitucional le ha dado a la facultad 
que le asiste al juez de tutela para decretar de oficio o a petición de parte las 
medidas provisionales, resulta menester traer a colación la siguiente pauta 
jurisprudencial: 
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“La Corte ha determinado que las medidas provisionales buscan evitar que la 
amenaza contra el derecho fundamental se convierta en violación o, 
habiéndose constatado la existencia de una violación, que ésta se torne más 
gravosa. A su vez, se ha dicho que éstas únicamente pueden ser adoptadas 
durante el trámite del proceso o en la sentencia, pues sólo durante el trámite 
o al momento de dictar la sentencia se puede apreciar la urgencia y necesidad 
de la medida, ya que, una vez dictada la sentencia, la protección del derecho 
fundamental consistirá en el cumplimiento del fallo. 
 
En sentencia T-236 de 1996 se dijo que, para la adopción de medidas 
provisionales para proteger los derechos a la salud, seguridad social y vida, 
el funcionario debe ser consciente de que se trata de derechos fundamentales 
cuya eficacia debe garantizar el Estado, y cuya violación o amenaza compete 

verificar al juez del conocimiento, atendiendo las circunstancias del solicitante, 
a fin de decidir, entre otras cosas, si procede, de oficio o a petición de parte. 

Estableció a su vez que es necesario para cumplir a cabalidad con la 

función de proteger los derechos fundamentales, y evitar que se 

produzcan daños diferentes a los causados, que el juez de tutela 
cuente con información confiable. La producción de los medios de 

prueba sobre esos asuntos no debe dejarse única y exclusivamente en 

manos de la demandada. 

 
En sentencia T-162 de 1997 se determinó que es necesario que exista 
conexidad entre el derecho que se alega violado y la medida provisional 
adoptada, para establecer si el juez actúa de manera adecuada…”   (Negrillas 
Fuera del Texto) 

 
En igual sentido, la H. Corte Constitucional mediante auto del 18 de septiembre 
de 2012 con ponencia del Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez precisó:  
 

“…La medida provisional de suspensión de un acto concreto que 
presuntamente amenaza o vulnera un derecho fundamental, pretende evitar 
que la amenaza al derecho se convierta en violación o que la violación del 
derecho produzca un daño más gravoso que haga que el fallo de tutela carezca 
de eficacia en caso de ser amparable el derecho. Como su nombre lo indica, la 
medida es provisional mientras se emite el fallo de tutela, lo cual significa que 
la medida es independiente de la decisión final.  
 
3. El juez de tutela podrá adoptar la medida provisional que considere 
pertinente para proteger el derecho, cuando expresamente lo considere 
necesario y urgente. Esta es una decisión discrecional que debe ser 
“razonada, sopesada y proporcionada a la situación planteada…” 
 

En el presente caso, se advierte que la medida provisional que solicita el 
accionante está encaminada a que se ordene la suspensión del concurso de 
méritos, hasta contar con un fallo firme de segunda instancia.  
 
En este sentido, atendiendo la directriz impartida por la H. Corte Constitucional 
en cuanto a los presupuestos para que haya lugar a decretar una medida 
provisional en la acción constitucional de tutela y, teniendo en cuenta que la 
procedencia de dicho mecanismo depende de la apreciación judicial que recae 
sobre el alcance del acto o actuación del cual se predica la posible vulneración, 
estima el Despacho que no es posible acceder a la solicitud formulada por la 
parte actora, por cuanto en este momento primigenio del trámite de la acción no 
cuenta con los elementos de prueba suficientes para encontrar razonadamente 
fundada tal medida cautelar. Además, al ser revisados los argumentos en los 
que se funda la solicitud incoada y el material probatorio allegado como 
respaldo, no se determina prima facie la notoriedad del perjuicio cierto e 
inminente que presupone la medida y que implique la obligatoria intervención 
anticipada del juez constitucional frente al derecho que se dice vulnerado por 
las accionadas, con anterioridad al plazo de la decisión definitiva de la acción de 
tutela que, por sí sola, ya impone una resolución en un término reducido. No 
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existe prueba de algún hecho que ponga en peligro inminente los derechos 
fundamentales del accionante, de tal manera que no de espera a la resolución 
del asunto por el juez constitucional y amerite con premura adoptar una medida 
provisional.   
 
En ese entendido, la parte actora debe sujetarse al trámite expedito de la acción 
y la comprobación de los hechos a los cuales aduce como violatorios de sus 
derechos fundamentales; en ese orden de ideas habrá de negarse la solicitud 
incoada. 
 
Por lo expuesto, el JUZGADO TERCERO DE FAMILIA DE PEREIRA,   

  
 RESUELVE:  

  
PRIMERO: Negar la solicitud de medida provisional presentada por el 
accionante, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa del 
presente proveído.  

 

SEGUNDO: ADMITIR y dar trámite a la presente acción de tutela. 

 
TERCERO: Vincular al presente trámite constitucional a los siguientes: 

 

- María Victoria Delgado Ramos en calidad de Coordinadora General de la 
Convocatoria Directivos Docentes y Docentes de la Universidad Libre. 

-       Al Rector General de la Universidad Libre, el Dr. Édgar Ernesto Sandoval. 

 

CUARTO: Ordenar a la Comisión Nacional Del Servicio Civil- CNSC la 
publicación del presente proveído en su plataforma web a efecto de poner en 
conocimiento de las personas que se presentaron para el concurso de méritos de 
Directivos Docentes y Docentes – Población Mayoritaria – 2150 a 2237 de 2021 
y 2316 de 2022, para el cargo de docente de Docente Orientador en la Secretaría 
de Educación de Pereira, OPEC 182896. 

 
QUINTO: Notificar a las partes el contenido de la presente providencia, por el 
medio más expedito y se dejará constancia de las actuaciones realizadas. 

 

- Comisión Nacional Del Servicio Civil “CNSC” a través del correo 
Electrónico notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co   

- Universidad Libre y María Victoria Delgado Ramos, a través del correo 
electrónico notificacionesjudiciales@unilibre.edu.co   

SEXTO: Las accionadas y vinculadas, disponen de un término de dos (2) días 
para dar respuesta a la presente tutela, si a bien lo tienen, y remitan, copia de 
los documentos relacionados con el trámite adelantado por la parte accionante 
referente al presente asunto, y cuál es el funcionario competente para dar 
respuesta a este trámite. 

 

SEPTIMO: Téngase como pruebas hasta donde la ley lo permita, los documentos 
aportados con la presente acción.  
 

OCTAVO: La entidad accionada deberá igualmente informar al despacho en su 
respuesta, si por esta misma OPEC 182896, existen otras acciones de tutelas ya 
presentadas y notificadas, con el fin de analizar lo dispuesto frente a posibles 
acciones de tutela masivas.   

 

Notifíquese,   
  

La Juez,                                                         

MARTHA LUCÍA QUINTERO PATIÑO   
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